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RESUMEN: El presente trabajo trata sobre los vicios de constitucionalidad de forma y las 
problemáticas que genera que su examen se realice a través de la acción de inaplicabilidad 
por inconstitucionalidad. El artículo identifica cómo la acción de inaplicabilidad, concebi-
da como un control concreto de constitucionalidad, se tensiona o altera cuando el Tribunal 
Constitucional conoce de la inaplicabilidad de los vicios de forma. Se propone una taxono-
mía de vicios de forma resueltos por el órgano de justicia constitucional y se expone que éste 
no considera los hechos, características y circunstancias de la gestión judicial pendiente que 
son el presupuesto de la acción de inaplicabilidad.

Palabras claves:  Vicios de forma, acción de inaplicabilidad por inconstitucionalidad, control 
de constitucionalidad, control concreto.

ABSTRACT: This paper deals with the procedural defects and the problems generated by 
the fact that its examination is conducted through the action of inapplicability. The article 
identifies how the inapplicability action, conceived as a concrete control of constitutionality, 
is altered when the Constitutional Court performs its review of the inapplicability of the 
procedural defects. A taxonomy of procedural defects resolved by the Constitutional Court is 
proposed and it is stated that it does not consider the facts, characteristics and circumstances 
of the judicial case that are the premise of the inapplicability action.
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INTRODUCCIÓN

La reforma constitucional de 2005 introdujo relevantes modificaciones a las atribu-
ciones del Tribunal Constitucional en el control posterior de los preceptos legales. Entre 
ellas, la facultad para conocer de la acción de inaplicabilidad por inconstitucionalidad, an-
tes conocida por la Corte Suprema; y la acción de inconstitucionalidad, sin antecedentes en 
nuestra historia constitucional.
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Las principales características del actual control de constitucionalidad de los precep-
tos legales en Chile son: a) Es ejercido por el Tribunal Constitucional, a través de la acción 
de inaplicabilidad por inconstitucionalidad del artículo 93 Nº 6 de la Constitución; y de 
la acción de inconstitucionalidad, del numeral siguiente del mismo artículo. Tanto los nu-
merales 6 y 7 del artículo 93 reconocen diferencias respecto del legitimado para entablar 
las mentadas acciones, como los presupuestos de procedencia y la forma en que se ejerce el 
control de constitucionalidad: concreto y abstracto, respectivamente; b) La declaración es-
timatoria de inaplicabilidad produce efectos particulares y retroactivos en la gestión judicial 
que la origina; y la declaración estimatoria de inconstitucionalidad genera efectos generales 
y no retroactivos, de conformidad con el artículo 94 de la Carta Fundamental; y c) Ambos 
controles dan por supuesto que la norma legal existe, sin embargo, la acción inaplicabilidad 
exige además que la norma legal sea aplicable en un caso concreto.

Respecto a los vicios que se controlan, la Constitución Política no distingue entre 
vicios de constitucionalidad formal y material. Esta omisión soslaya cómo las particularida-
des de los vicios de forma inciden en el ejercicio de la acción de inaplicabilidad por incons-
titucionalidad como control concreto. De esta manera, la hipótesis que guía este trabajo 
afirma: el Tribunal Constitucional no ejerce un control concreto de constitucionalidad en 
la acción de inaplicabilidad si se trata de un vicio de forma; y, por ende, no considera los 
hechos, características y circunstancias de la gestión judicial que son su presupuesto.

En consonancia con la hipótesis planteada, el objetivo general de este artículo es 
identificar como conoce el Tribunal Constitucional en la acción de inaplicabilidad por in-
constitucionalidad (en adelante acción de inaplicabilidad) cuándo el vicio alegado es uno 
de forma. Para ello se propone el siguiente plan de análisis: a) Primero, dar cuenta some-
ramente de las particularidades de los vicios de forma como un vicio de constitucionalidad 
distinto de los vicios de fondo; b) Luego, examinar la manera en que ha sido entendido 
el control concreto en el marco de la acción de inaplicabilidad por inconstitucionalidad, 
en el sentido que no busca enjuiciar la invalidez-inconstitucionalidad o inexistencia de un 
precepto legal, sino determinar si su aplicación produce efectos inconstitucionales en un 
caso concreto; c) Identificar cuáles son los ámbitos en que el Tribunal Constitucional se 
ha pronunciado sobre vicios de constitucionalidad de forma y proponer una taxonomía; 
d) Evaluar si la constatación de los vicios de forma que realiza el Tribunal Constitucional 
se relaciona con los hechos o las circunstancias del caso judicial concreto que son su presu-
puesto; y e) Las correspondientes conclusiones.

Para la confirmación de la hipótesis y la consecución de los objetivos planteados se 
examinan las tesituras de la doctrina, fundamentalmente en los acápites de las particula-
ridades de los vicios de forma y del control concreto de constitucionalidad. Asimismo, se 
propone una casuística y una tipología de vicios de forma en los que se ha pronunciado el 
Tribunal Constitucional, sobre la base de ejemplos extraídos de sentencias recaídas en las 
acciones de inaplicabilidad incoadas en virtud del artículo 93 Nº 6 de la Constitución, a 
partir de la vigencia formal de la reforma constitucional de 2005. En cada caso se busca 
reconocer si el Tribunal Constitucional tomó en consideración las circunstancias del caso 
concreto para resolver la inaplicabilidad del precepto legal cuestionado.
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La pesquisa jurisprudencial se formula en el buscador de sentencias del Tribunal 
Constitucional, en la que se localizaron los términos “constitucionalidad de forma”, “in-
constitucionalidad de forma” y “motivos de forma”. Cada sentencia, entre 2005 a 2022, ha 
sido considerada como una unidad de análisis en la que se rastreó el planteamiento de un 
vicio de constitucionalidad formal de acuerdo a la definición que se propone en el próximo 
acápite. Las sentencias escogidas se agrupan a fin de identificar las causas del planteamiento 
de los vicios de forma. En cada ámbito se busca reconocer si el Tribunal Constitucional 
tomó en consideración las circunstancias del caso concreto para resolver la inaplicabilidad 
del precepto legal cuestionado.

En el análisis de las sentencias, se estudia solo el razonamiento de la decisión de ma-
yoría; sin perjuicio que ciertos votos de minoría o de prevención se han referido al tema. 
Cabe aclarar que no se citan las referencias a reproducciones textuales de considerandos 
que constan en sentencias previas y que hacen afirmaciones sobre los asuntos de esta in-
vestigación; y tampoco las decisiones que se limitan a declarar la inadmisibilidad. Antes 
de comenzar con el análisis planteado cabe señalar qué se entiende por control concreto de 
constitucionalidad a los fines de este trabajo y cuál es el aporte que se espera con el presente 
estudio. De conformidad con el artículo 93 Nº 6 de la Constitución, se entiende que el 
control concreto es un examen incidental que realiza el Tribunal Constitucional respecto de 
un precepto legal que resulta aplicable y decisivo para la resolución del asunto para verificar 
si esa aplicación produce efectos contrarios a la Constitución. Concebido de esta forma, 
este control no examina la constitucionalidad del precepto legal, sino que controla si su 
aplicación en un caso concreto produce efectos inconstitucionales. Por ello, cobran especial 
relevancia los hechos ventilados en la gestión pendiente.

El debate sobre los vicios de forma y la acción de inaplicabilidad cobran relevancia 
en el actual momento de cambio constitucional en el que se discuten los alcances del con-
trol previo de constitucionalidad de los proyectos de ley, así como la reformulación de la 
acción de inaplicabilidad como control posterior de los preceptos legales y su relación con 
la acción de inconstitucionalidad.

I. PARTICULARIDADES DE LOS VICIOS DE 
CONSTITUCIONALIDAD DE FORMA

Siguiendo a Marina Gascón, una norma legal podría ser declarada formalmente 
inconstitucional cuando no ha sido producida: a) Por el órgano competente; b) Según el 
procedimiento prescrito; y c) En el ámbito material reservado por la Constitución a la ley 
y a los distintos tipos de ley. La infracción a la primera condición señalada origina un vicio 
de incompetencia formal; de la segunda un vicio de procedimiento; y de la tercera un vicio 
de incompetencia material1. A los fines de este artículo, estos vicios son rotulados como in-
fracción o vicios de constitucionalidad de forma.

Según lo dispuesto por la Constitución Política: a) La función legislativa es ejercida 
por el Presidente de la República y el Congreso Nacional de conformidad con los artículos 

1  Gascón (1997) p. 144.
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32 Nº 1 y 46 respectivamente; b) Se desempeña según el procedimiento de formación de la 
ley señalado en los artículos 65 y siguientes; c) Está circunscrita al marco de las materias de 
ley reservadas en el artículo 63 y se expresa mediante los tipos de ley previstos en el artículo 
66 de la Constitución; y d) En relación con los decretos con fuerza de ley, que son normas 
con jerarquía legal y por ende preceptos legales, la regulación del procedimiento para su 
dictación y las materias sobre las que puede o no versar se encuentran previstas en el artícu-
lo 64 de la Constitución. La infracción a algunas de estas disposiciones podría acarrear, en 
principio, un vicio de constitucionalidad de forma2.

Por otra parte, una norma legal podría ser declarada materialmente inconstitucional 
si contraviene las normas constitucionales que predeterminan sus posibles contenidos. De 
esta contravención resulta un vicio de contenido, sustantivo o material3 o contradicción.

Conforme al régimen chileno, una norma formal o materialmente inválida o in-
constitucional podría entrar en vigor, producir efectos jurídicos, ser aplicable, hasta que sea 
declarada su invalidez vía acción de inconstitucionalidad, previa declaración de inaplicabili-
dad, según el artículo 94 de la Constitución.

Según la literatura especializada, los vicios de constitucionalidad formales y materiales 
se diferencian al menos por: a) El objeto que afectan; b) La manera en que se constata la in-
fracción o la contradicción constitucionales; y c) El efecto que producen. A los fines de este 
trabajo, corresponde concentrarse en el objeto que afectan y en la forma en que se constata 
la infracción, toda vez que inciden directamente sobre el carácter concreto de la acción de 
inaplicabilidad. Se excluye así el análisis de los efectos, toda vez que las consecuencias de la 
sentencia estimatoria de inaplicabilidad son una consecuencia de ese control concreto.

En general, los autores distinguen y señalan que el vicio de validez formal afecta el 
acto normativo, mientras que el vicio de validez material afecta la norma, es decir la propo-

2  En nuestro medio, Francisco Zúñiga y Francisco Vega distinguen la inconstitucionalidad de forma y la rela-
cionan con el vicio de procedimiento: “se produce cuando el precepto legal infringe normas constitucionales 
relativas al procedimiento de formación de la ley o normas orgánicas relativas a los órganos colegisladores, esto 
es, el Presidente de la República y el Congreso Nacional”. Y también diferencian el vicio de incompetencia 
material: “La inconstitucionalidad competencial se produce cuando el precepto legal excede la competencia 
legislativa o dominio máximo legal del artículo 63 de la Constitución; o bien, cuando el precepto legal ha sido 
aprobado infringiendo el reparto de competencia legislativa que la tipología de leyes interpretativas constitucio-
nales, orgánicas constitucionales, de quórum calificado, de quórum calificadísimo y simples u ordinarias del ar-
tículo 66 contempla. Este doble reparto de competencias legislativas de los artículos 63 y 66 de la Constitución, 
encuentra múltiples remisiones a reservas de ley o reservas de ley de quórum especial”. Zúñiga y Vega (2006) 
pp. 159-160.
Por su parte, Patricio Zapata, considera que los vicios de forma se corresponden con los vicios de procedimien-
to y afirma que la inconstitucionalidad de forma se produce cuando en el proceso de generación de la ley se 
ha omitido alguno de los requisitos de procedimiento exigidos por la Carta Fundamental para su tramitación 
válida. Zapata (2008) p. 317. También reconoce que los vicios de forma admiten una doble modalidad: “En 
efecto, ésta puede consistir en la falta de competencia de quien dicta la norma o en el incumplimiento de los 
procedimientos prescritos por la Constitución Política”. Zapata (2008) 311, esto es distingue la incompetencia 
formal del vicio de procedimiento.
3  Gascón (1997) p. 144.
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sición interpretada. Así lo entienden, por ejemplo, Delgado4, Ródenas5, Orunesu, Rodrí-
guez y Sucar6.

En el marco de los vicios de forma, es más notorio que tanto el vicio de incompe-
tencia formal como el vicio de procedimiento afectan el acto normativo o la norma como 
formulación (todavía) no interpretable en sede de aplicación y/o adjudicación. Respecto 
al vicio de incompetencia material, que presupone interpretar/definir/aplicar el ámbito 
reservado por la Constitución a un tipo determinado de ley, así como el cumplimiento de 
esa reserva por la norma legal en cuestión, si bien este tipo de vicio supondría un mínimo 
de interpretación del ámbito que debe ser regulado por la ley o por un tipo especial de ella, 
no implica hacer una interpretación de las normas en cuestión a fin de verificar una posible 
contradicción, y por tanto, no transforma este vicio formal en sustancial7.

En cualquier caso, detectar tales vicios formales no supone realizar un juicio sobre la 
norma como formulación interpretada, cuestión que es presupuesto del examen de inapli-
cabilidad por inconstitucionalidad. El juicio de validez formal puede verificarse mediante 
constataciones empíricas y meramente subsuntivas. Esto, toda vez que este tipo de vicio 
radica en el hecho que la autoridad que dictó la ley no era el legislador; o el legislador no 
siguió el procedimiento establecido constitucionalmente para la dictación de la ley; o se ex-
cedió del ámbito reservado constitucionalmente a la ley o a un determinado tipo de ley. De 
esta forma, no es estrictamente un control de la aplicación de la norma en un caso concreto, 
tal como exige la sede chilena de inaplicabilidad. A diferencia de los juicios de validez mate-

4  Por ejemplo, Jesús Delgado –citando a Guastini– señala: “La validez formal es validez del acto normativo; la 
validez material es validez de la norma puesta por el acto”. Delgado (2005) p. 33.
5  Ángeles Ródenas afirma que: “La validez formal se predicaría del acto que da lugar al resultado normativo, 
mientras que la validez material afectaría al contenido de tal resultado”. Ródenas (2007) p. 545.
6  A la misma conclusión arriban Orunesu, Rodríguez y Sucar: “La inconstitucionalidad de una norma enten-
dida como formulación no interpretada concierne en sentido propio a un vicio formal en su promulgación 
(inconstitucionalidad formal). Análogamente, si se concibe a las normas como formulaciones interpretadas, su 
inconstitucionalidad sólo puede en sentido propio aludir a la incompatibilidad entre ellas y las disposiciones 
contenidas en la constitución (inconstitucionalidad material)” Orunesu, Rodríguez, Sucar (2001) p. 25.
7  En todo caso, el carácter de los vicios de competencia material es controvertida. Algunos autores, como 
Riccardo Guastini, conciben a la incompetencia material como un vicio material. Guastini entiende que las 
normas materiales sobre la producción jurídica son aquellas que, de manera diversa, limitan o incluso predeter-
minan el contenido de la futura normación, y comprende dentro de esta categoría aquellas: a) normas relativas 
al objeto de regulación de las diversas fuentes; y b) normas relativas al modo de regulación de los diversos obje-
tos. Las primeras a su vez se subdividen en dos tipos: a) normas que circunscriben el objeto de una competen-
cia normativa. Es decir, las normas que enumeran las materias sobre las que determinada fuente puede dictar 
normas y, de esta forma, circunscriben la competencia de la fuente en cuestión a las materias enumeradas; y 
b) normas que reservan una competencia normativa. Tales son las normas que reservan determinada materia 
a determinada fuente, de manera que ninguna otra fuente está autorizada a regular aquella materia. Guastini 
(2017) pp. 67-73.
Otros, como Ángeles Ródenas, consideran el vicio de incompetencia material como un vicio formal: “La inter-
pretación que se lleva a cabo cuando se trata de determinar la competencia material no desciende a juzgar la 
compatibilidad del contenido de la norma con el de otras normas superiores del sistema –como sucede cuando 
nos preocupa la validez material de la norma–, sino que sólo se preocupa de si el órgano en cuestión es compe-
tente para emitir una norma respecto de la materia de que se trate –con independencia de que su contenido sea 
acorde o no con otras normas del sistema–”. Ródenas (2007) p. 546.
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rial que requieren del desarrollo de una actividad interpretativa más compleja que involucra 
necesariamente juicios normativos o juicios de valor, y como tales ni verdaderos ni falsos8.

En consecuencia, si el vicio de constitucionalidad formal no afecta la norma legal 
como formulación interpretada y puede verificarse o refutarse a través de simples averigua-
ciones de hechos, cabe plantear ¿Es necesario que se ejerza a su respecto un control concre-
to de constitucionalidad?

II. CONTROL CONCRETO

Una de las cuestiones centrales para comprobar la hipótesis propuesta en este traba-
jo es la naturaleza de la acción de inaplicabilidad por inconstitucionalidad como control 
concreto. Como punto de partida, cabe reconocer la dificultad de la conceptualización de 
dicho tipo de control, indeterminación que complejiza contrastar su efectivo ejercicio por 
el órgano encargado9.

Por varios años el Tribunal Constitucional intentó delinear en sus sentencias su nue-
va atribución de control posterior y concreto de los preceptos legales, afirmando las dife-
rencias con el recurso de inaplicabilidad por inconstitucionalidad, conocido anteriormente 
por la Corte Suprema como control abstracto10.

8  Jesús Delgado expone: “En el primer caso, basta con comprobar que se dan los hechos o actos que atribuyen 
la competencia y que el acto realizado por el sujeto es de la clase prevista en la norma de competencia; en el se-
gundo hay que comparar normas, es decir enunciados normativos interpretados”. Delgado (2005) p. 33.
9  Por ejemplo, autores como Eduardo Aldunate llaman la atención sobre la pluralidad de significados que se 
atribuyen a la categorización de “control concreto”, asunto que dificulta la comprensión de la institución, funda-
mentalmente en los primeros años de la institución radicada en el Tribunal Constitucional. Aldunate (2009) p. 7.
La complejidad y poca atención al alcance del concepto “control concreto” también es anotada por Rodrigo 
Pica, quien cuestiona: “¿Es la inaplicabilidad un control de carácter concreto claramente configurado? ¿O bien 
es solo un aparente control concreto que en realidad solo está dotado del elemento incidental y debiera ser cali-
ficado de fronterizo?”. Pica (2009) p. 124.
La dificultad de articular bien la diferencia entre control concreto y abstracto fue reconocida temprana y casuís-
ticamente por Javier Couso y Alberto Coddou. Couso y Coddou (2010) pp. 389-421.
El problema incluso ha llevado a algunos autores a afirmar que el artículo 93 Nº 6 consagra dos acciones, 
distinguiendo entre inaplicabilidad impropia o abstracta que somete a juicio la ley misma, y otra propia o 
concreta, cuyo objeto es el caso de que el juez conoce. Tal es el caso de Ricardo Salas, quien precisa: “En la 
inaplicabilidad concreta, el Tribunal Constitucional controla preventivamente la constitucionalidad de una 
sentencia judicial y obra como juez de equidad correctiva. En la inaplicabilidad impropia controla la validez de 
un precepto legal y obra como legislador negativo singular”; sin embargo, no aborda expresamente los vicios de 
forma. Salas (2018) p. 222.
En un trabajo reciente, Miriam Henríquez analiza el supuesto carácter concreto de la acción de inaplicabilidad 
y propone, con motivo del proceso constituyente 2021-2022, una distinción entre una acción de inaplicabili-
dad por los efectos inconstitucionales, que se ejerce como control concreto que recae en la inconstitucionalidad 
de la aplicación de un precepto legal; y una acción de inaplicabilidad por inconstitucionalidad, que se ejerce 
como control abstracto respecto de un precepto legal inconstitucional y que en todos los casos que reciba apli-
cación producirá efectos inconstitucionales. Henríquez (2022) p. 286.
10  Tribunal Constitucional, Artículo 416 del Código Procesal Penal, Rol Nº 791 (2008); Tribunal Constitu-
cional, Artículo 387 del Código Procesal Penal, Rol Nº 821 (2008); Tribunal Constitucional , Artículo 38 
ter de la Ley de Isapres, Rol Nº 976 (2008); Tribunal Constitucional, Artículo 474 del Código del Trabajo, 
Rol Nº 946 (2008); Tribunal Constitucional, Artículo 474 del Código del Trabajo, Rol Nº 968 (2008); Tri-
bunal Constitucional, Artículo 21 del Decreto Ley Nº 2.186, Rol Nº 1038 (2008); Tribunal Constitucional, 
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Reiteradas decisiones del Tribunal Constitucional11 aseveraron que la acción de 
inaplicabilidad supone: a) Una decisión jurisdiccional que recae en la conformidad o con-
trariedad con la Constitución que la aplicación del precepto legal puede tener en cada caso 
concreto, destacando que se trata de un control de constitucionalidad de la aplicación del 
precepto legal y no del precepto mismo12; b) Un fallo que no recae en la contradicción 
abstracta y universal del precepto legal con la normativa constitucional13; c) Que la declara-

Artículo 387 del Código Procesal Penal, Rol Nº 1130 (2008); Tribunal Constitucional, Artículo 416 del 
Código Procesal Penal, Rol Nº 1314 (2009); Tribunal Constitucional, Artículos 3º y 4º del Decreto Ley 
Nº 1.757, de 1977, Rol Nº 1295 (2009); Tribunal Constitucional, Artículos 230, 231, 237 y 240 del Códi-
go Procesal Penal, Rol Nº 1445 (2010); Tribunal Constitucional Artículo 53 del Código Tributario, Rol 
Nº 1951 (2012); Tribunal Constitucional, Artículo 53 del Código Tributario, Rol Nº 1952 (2012).
11  La presente muestra de sentencias se realiza en base a la jurisprudencia del Tribunal Constitucional del si-
guiente modo: a) Desde el motor de búsqueda avanzada de Vlex Chile; b) Por el periodo 2006 al 2022, esto es 
desde que comenzaron a resolverse las acciones de inaplicabilidad por el Tribunal Constitucional tras la reforma 
constitucional de 2005; c) A partir de sentencias que caracterizan y comparan la acción de inaplicabilidad con 
la acción de inconstitucionalidad; d) Con los siguientes criterios de búsqueda: como parámetro general los sin-
tagmas ‘acción de inaplicabilidad’ y ‘acción de inconstitucionalidad’; como parámetros exactos, los sintagmas 
‘control concreto’, ‘en sí misma/o inconstitucional’ y ‘universal y abstracta’, por ser estas las frases más utilizadas 
en la particularización bajo análisis.
Del examen realizado se observa que la mayor cantidad de sentencias se concentran entre los años 2006 a 2012, 
espaciándose de 2012 en adelante. A lo largo del periodo analizado se mantiene la caracterización de la acción de 
inaplicabilidad como control concreto en oposición al carácter abstracto de la acción de inconstitucionalidad.
12  Tribunal Constitucional , Artículo 30 del Decreto Ley Nº 3.538, Rol Nº 546 (2006); Tribunal Cons-
titucional, Ley Nº 17.235 y Ley Nº 20.033, Rol Nº 773 (2007); Tribunal Constitucional, Artículo 96 del 
Código de Minería, Rol Nº 741 (2007); Tribunal Constitucional, Artículo 96 del Código de Minería, 
Roles Nº 608-609-610-611 y 612 (2007); Tribunal Constitucional, Artículo 96 del Código de Minería, 
Rol Nº 623 (2007); Tribunal Constitucional, Artículo 96 del Código de Minería, Rol Nº 589 (2007); Tri-
bunal Constitucional, Artículo 96 del Código de Minería, Rol Nº 588 (2007); Tribunal Constitucional, 
artículo 416 del Código Procesal Penal, Rol Nº 596 (2007); Tribunal Constitucional Artículo 96 del 
Código de Minería, Rol Nº 517 (2007); Tribunal Constitucional, Artículo 96 del Código de Minería, Rol 
473 (2007); Tribunal Constitucional, Artículos 3º y 4º del Decreto Ley Nº 1.757, de 1977, Rol Nº 1295 
(2009); Tribunal Constitucional, Artículos 230, 231, 237 y 240 del Código Procesal Penal, Rol Nº 1445 
(2010); Tribunal Constitucional, Artículo 53 del Código Tributario, Rol Nº 1951 (2012); Tribunal Cons-
titucional, Artículo 53 del Código Tributario, Rol Nº 1952 (2012); Tribunal Constitucional, Artículo 16 
b de la Ley Nº 18.410, Rol Nº 2.161 (2013); Tribunal Constitucional, artículo 5° de la Ley Nº 20.285, Rol 
Nº 2.246 (2013); Tribunal Constitucional, Artículo 416 inciso 3 del Código Procesal Penal, Rol Nº 2.805 
(2015); Tribunal Constitucional, Artículo 2° del decreto ley Nº 3.643 y 4° del decreto ley Nº 2.067, Rol 
Nº 12.345 (2022). 
13  Tribunal Constitucional, Artículo 30 del Decreto Ley Nº 3.538, Rol Nº 546 (2006); Tribunal Consti-
tucional, Artículo 96 del Código de Minería, Rol 473 (2007); Tribunal Constitucional, Artículo 96 del 
Código de Minería, Rol Nº 517 (2007); Tribunal Constitucional, Artículo 416 del Código Procesal Penal, 
Rol Nº 596 (2007). Artículo 96 del Código de Minería, Rol Nº 588 (2007). Artículo 96 del Código 
de Minería, Rol Nº 589 (2007); Tribunal Constitucional, Artículo 96 del Código de Minería, Rol Nº 623 
(2007); Tribunal Constitucional, Artículo 96 del Código de Minería, Roles Nº 608-609-610-611 y 612 
(2007); Tribunal Constitucional, Artículo 96 del Código de Minería, Rol Nº 741 (2007); Tribunal Consti-
tucional, Artículo 416, del Código Procesal Penal, Rol Nº 791 (2008); Tribunal Constitucional, Artículo 
474 del Código del Trabajo, Rol Nº 946 (2008); Tribunal Constitucional, Artículo 474 del Código del 
Trabajo, Rol Nº 968 (2008); Tribunal Constitucional, Artículo 21 del Decreto Ley Nº 2.186, de 1978, 
Rol Nº 1038, (2008); Tribunal Constitucional, Artículos 3º y 4º del Decreto Ley Nº 1.757, de 1977, Rol 
Nº 1295 (2009); Tribunal Constitucional, Artículo 53 del Código Tributario, Rol Nº 1951 (2012); Tri-
bunal Constitucional, Artículo 53 del Código Tributario, Rol Nº 1952 (2012); Tribunal Constitucional, 
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ción de inaplicabilidad de un precepto legal no significa que éste sea en sí mismo inconsti-
tucional, sino que solo lo es en el caso concreto en el cual se formula el requerimiento14; d) 
Que el juicio de inaplicabilidad no puede prescindir del análisis de los hechos que estructu-
ran la gestión pendiente, destacando que las características y circunstancias del caso concre-
to adquieren una relevancia mayor de la que se atribuía antes de la reforma constitucional 
de 200515; e) Que la acción de inaplicabilidad se diferencia de la acción de inconstituciona-
lidad, en que la segunda requiere de una completa, abstracta y universal contradicción del 
precepto legal con la Constitución16.

Artículo 456 del Código Civil y artículo 4° de la Ley Nº 18.600, Rol Nº 2.703 (2016); Tribunal Consti-
tucional, Artículo 248 letra c) del Código Procesal Penal, Rol Nº 6.222 (2019); Tribunal Constitucional, 
Artículo 29 del DL Nº 3.538, Rol Nº 2.922 (2016); Tribunal Constitucional, Artículo 395 bis en relación 
con el artículo 393 y 390 del Código Procesal Penal, Rol Nº 3.731 (2019); Tribunal Constitucional, 
Artículo 113 inciso 4, segunda parte, del DFL Nº 1 del Ministerio de Salud, 2005, en relación con el 
artículo 121 Nº 11 del mismo texto legal, Rol Nº 5.731 (2019); Tribunal Constitucional, Artículo 2° del 
decreto ley Nº 3.643 y 4° del decreto ley Nº 2.067, Rol Nº 12.345 (2022). 
14  Tribunal Constitucional, Artículo 30 del Decreto Ley Nº 3.538, Rol Nº 546 (2006); Tribunal Constitu-
cional, Ley Nº 17.235 y Ley Nº 20.033, Rol Nº 773 (2007); Tribunal Constitucional, Artículo 96 del Códi-
go de Minería, Rol 473 (2007); Tribunal Constitucional, Artículo 96 del Código de Minería, Rol Nº 517 
(2007); Tribunal Constitucional, Artículo 416 del Código Procesal Penal, Rol Nº 596 (2007); Tribunal 
Constitucional, Artículo 96 del Código de Minería, Rol Nº 588 (2007); Tribunal Constitucional, Artícu-
lo 96 del Código de Minería, Rol Nº 589 (2007); Tribunal Constitucional, Artículo 96 del Código de 
Minería, Rol Nº 623 (2007); Tribunal Constitucional, Artículo 96 del Código de Minería, Roles Nº 608-
609-610-611 y 612 (2007); Tribunal Constitucional, Artículo 5° de la Ley Nº 20.285, Rol Nº 2.246 (2013); 
Tribunal Constitucional, Artículo 29 del DL Nº 3.538, Rol Nº 2.922 (2016). 
15   Tribunal Constitucional, Ley Nº 17.235 y Ley Nº 20.033, Rol Nº 773 (2007); Tribunal Constitucional, 
Artículo 96 del Código de Minería, Rol 473 (2007); Tribunal Constitucional, Artículo 96 del Código 
de Minería, Rol Nº 517 (2007); Tribunal Constitucional, Artículo 416 del Código Procesal Penal, Rol 
Nº 596 (2007); Tribunal Constitucional, Artículo 96 del Código de Minería, Rol Nº 588 (2007); Tribunal 
Constitucional, Artículo 96 del Código de Minería, Rol Nº 589 (2007); Tribunal Constitucional, Artículo 
96 del Código de Minería, Rol Nº 623 (2007); Tribunal Constitucional, Artículo 96 del Código de Mine-
ría, Roles Nº 608-609-610-611 y 612 (2007); Tribunal Constitucional, Artículo 96 del Código de Minería, 
Rol Nº 741 (2007); Tribunal Constitucional, Artículo 416, del Código Procesal Penal, Rol Nº 791 (2008); 
Tribunal Constitucional, Artículo 474 del Código del Trabajo, Rol Nº 946 (2008); Tribunal Constitucio-
nal, Artículo 474 del Código del Trabajo, Rol Nº 968 (2008); Tribunal Constitucional, Artículos 3º y 
4º del Decreto Ley Nº 1.757, de 1977, Rol Nº 1295 (2009); Tribunal Constitucional, Artículos 230, 231, 
237 y 240 del Código Procesal Penal, Rol Nº 1445 (2010); Tribunal Constitucional, Artículo 9° de la Ley 
Nº 18.689, Rol Nº 2.683 (2015); Tribunal Constitucional, Artículo 416 inciso 3 del Código Procesal Pe-
nal, Rol Nº 2.805 (2015). 
16  Tribunal Constitucional, Artículo 30 del Decreto Ley Nº 3.538, Rol Nº 546 (2006); Tribunal Cons-
titucional, Ley Nº 17.235 y Ley Nº 20.033, Rol Nº 773 (2007); Tribunal Constitucional, Artículo 21 del 
Decreto Ley Nº 2.186, Rol Nº 1038 (2008); Tribunal Constitucional, Artículo 5° de la Ley Nº 20.285, Rol 
Nº 2.246 (2013); Tribunal Constitucional, Artículo 416 inciso 3 del Código Procesal Penal, Rol Nº 2.805 
(2015); Tribunal Constitucional, Artículo 2° del decreto ley Nº 3.643 y 4° del decreto ley Nº 2.067, Rol 
Nº 12.345 (2022). 
Respecto a esta última sentencia estimatoria de inconstitucionalidad, resuelta en virtud del artículo 93 N°7 de 
la Constitución Política, el Tribunal Constitucional compara la acción de inaplicabilidad y la acción de incons-
titucionalidad en base a los criterios sostenidos desde 2006. Así expresa: “Que el juicio de inconstitucionalidad 
expresa una comparación abstracta de dos normas de distinto rango, para constatar su manifiesta incompati-
bilidad. La ilegitimidad constitucional del precepto legal emana de su propio enunciado, sin referencia a una 
situación singular. La sentencia estimatoria de inconstitucionalidad, que excluye el precepto del ordenamiento 
jurídico, produce efectos generales. En la inaplicabilidad, por el contrario, la decisión jurisdiccional ha de recaer 



 99 
Revista Chilena de Derecho, vol. 50 Nº 2, pp. 91 - 114 [2023]

Henríquez Viñas,  Miriam Lorena  “Vicios de forma ¿control concreto en la acción de inaplicabilidad?”

Como se advierte, el Tribunal Constitucional estima que la acción de inaplicabilidad 
tiene un carácter concreto, que supone verificar si la aplicación del precepto legal produ-
ce efectos contrarios a la Constitución y no examinar la constitucionalidad del precepto 
mismo. Por ello, a juicio del órgano de justicia constitucional, cobra especial relevancia el 
análisis de los hechos, las características y circunstancias de la gestión pendiente que sirven 
de base al requerimiento.

En un sentido coincidente, tras la reforma constitucional de 2005, la doctrina cons-
titucional mayoritaria sostiene el carácter concreto de esta acción, siendo señero el artículo 
del año 2007 del profesor Lautaro Ríos17, citado por la jurisprudencia del Tribunal Consti-
tucional18. En lo que la doctrina coincide es que la reforma constitucional de 2005 supuso 
un cambio sustancial en la “naturaleza” o en la “fisonomía” del recurso de inaplicabilidad. 
La diferencia estribaría en que el otrora recurso de inaplicabilidad fue un control abstracto 
entre el precepto legal y la norma constitucional19. Mientras que la acción de inaplicabili-
dad supone un control concreto, más precisamente un control de la constitucionalidad de 
la aplicación del precepto legal a un caso particular20.

En el control concreto es relevante no solo qué se controla, sino cómo se controla. 
Respecto a lo primero, y cómo se vio, el órgano de justicia constitucional estima que la ac-
ción de inaplicabilidad no versa sobre un vicio de la norma, sino en los efectos de su aplica-
ción. Con relación a lo segundo, el Tribunal Constitucional debe verificar: a) La existencia 
de una gestión pendiente en que la aplicación del precepto legal impugnado pueda resultar 
decisivo, siendo el caso el ámbito del control; y 2) Si la posible aplicación del precepto legal 
produce efectos inconstitucionales en ese caso, siendo éste el parámetro de control de cons-

en la conformidad o contrariedad con la Constitución que la aplicación de la norma impugnada puede tener 
en el caso concreto y no, necesariamente, en su contradicción abstracta y universal con la preceptiva constitu-
cional. Los efectos de la resolución son relativos y conciernen a las partes del juicio o gestión en que inciden. 
De lo expuesto se sigue que no existe una relación causal entre ambos juicios –de inaplicabilidad e inconstitu-
cionalidad-, en términos que la inaplicación de un precepto provoque necesariamente su inconstitucionalidad. 
Perfectamente una disposición declarada inaplicable puede ser constitucional en abstracto y resultar aplicable en 
otros casos” (considerando sexto).
17  El artículo de Lautaro Ríos resumidamente señala sobre el control concreto: a) La inaplicabilidad cumple la 
función de impedir que la parte que la invoca en el caso concreto del que conoce un tribunal, se vea afectada 
por un precepto legal cuya aplicación a ese caso particular resulte evidentemente contraria a la Constitución y 
sus fines; b) En la inaplicabilidad comparecen tres elementos de cotejo necesarios para su decisión: la norma 
constitucional, el precepto legal cuya inaplicación se solicita, y el examen particular acerca de si, en ese caso, la 
aplicación del precepto cuestionado pudiera generar efectos opuestos a la finalidad implícita de aquélla; y c) El 
procedimiento de la inaplicabilidad exige siempre el examen del caso particular y de la manera en que la aplica-
ción a ese caso de la norma legal cuestionada, puede vulnerar la Constitución. Ríos (2005) pp. 77-78.
18  Artículo 416 del Código Procesal Penal, Rol Nº 478 (2006). Artículo 416, del Código procesal Pe-
nal, Rol Nº 529 (2006). Artículo 387 del Código Procesal Penal, Rol Nº 821 (2008).
19  Una base para esa conclusión es el propio texto constitucional que actualmente señala: “precepto legal cuya 
aplicación en cualquier gestión que se siga ante un tribunal ordinario o especial, resulte contraria a la Constitu-
ción”. La versión de la Constitución sin la reforma expresaba: “precepto legal contrario a la Constitución”.
20  Saenger (2009) p. 281; Zúñiga (2010) p. 372; Pica (2013) p. 23; Colombo (2013) p. 243; Gómez (2013) 
p. 36; Lübbert (2014) p. 381, Valenzuela (2019) p. 58, entre otros. 
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titucionalidad21. Corresponde constatar si este segundo elemento comparece, de acuerdo 
con la jurisprudencia del Tribunal Constitucional, cuando el vicio de constitucionalidad 
invocado es uno de forma.

III.	 ÁMBITO DE CONTROL DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL

Respecto a la procedencia de la acción de inaplicabilidad por vicios de forma, la 
doctrina chilena parece aceptar su procedencia, fundada principalmente en que: a) El ar-
tículo 93 Nº 6 y 7 de la Constitución Política no distingue entre vicios de fondo y forma; 
b) La reforma constitucional de 2005 habría superado la doctrina sostenida por la Corte 
Suprema hasta 2005, es decir la incompetencia para declarar la inaplicabilidad por vicios de 
forma; c) Algún órgano debe ejercer el control de constitucionalidad de los vicios de forma 
y ese órgano, por mandato de la Constitución luego de la reforma constitucional de 2005, 
sería el Tribunal Constitucional; y d) Considerar sólo los vicios de fondo produciría un va-
cío inconsistente con el principio de supremacía constitucional22.

Sin embargo, ciertos autores, sostienen su improcedencia o aducen que el carácter 
concreto de la acción de inaplicabilidad se pierde cuando se trata de vicios de forma. En 
términos generales, estos autores plantean los siguientes cuestionamientos y reparos: a) El 
carácter concreto de la acción de inaplicabilidad decae cuando versa sobre vicios de forma, 
difuminándose la distinción entre control concreto y control abstracto de constitucionali-
dad23; b) Los vicios de forma de una norma legal requieren más un análisis de la historia 
de la ley que de las circunstancias de su aplicación al caso concreto y sus posibles efectos 
inconstitucionales24; y c) Los efectos de la declaración de inaplicabilidad se generalizan25.

Por su parte, el Tribunal Constitucional ha expresado en diferentes sentencias que: 
a) Tiene la facultad de resolver la acción de inaplicabilidad por motivos de forma o de 

21  En un sentido coincidente Rodrigo Pica explica lo que denomina la doble relación del caso: “El caso parti-
cular constituye un marco y, al mismo tiempo, parte del parámetro de juzgamiento, en la medida que la aplica-
ción del precepto debe producir un resultado contrario a la Constitución dentro del proceso a quo, lo que solo 
podrá ocurrir en el marco de dictación de resoluciones judiciales en el mismo, lo traslada gran parte del examen 
de constitucionalidad al acto de aplicación y/o a sus efectos, constituyendo entonces un control de aplicación 
de preceptos en el cual concurre la doble relación del objeto controlado con el caso concreto al tener que eva-
luar si la aplicación en el caso concreto produce o no un resultado inconstitucional”. Pica (2009) 126.
22  Rubano (1996) pp. 85-98; Bulnes (2005) p. 39; Nogueira, 2006, p. 252; Zúñiga y Vega (2006) p. 170; 
Cea (2007) p. 225; Peña (2009) p. 413; Valenzuela (2019) p. 59; Salem (2022) p. 255.
23  Así, Valeria Lübbert explica que, al analizar un vicio de forma en sede de inaplicabilidad, el Tribunal Cons-
titucional se estará pronunciado sobre la ley en abstracto, con total prescindencia de las circunstancias del caso 
e instrumentalizándolo para emitir un pronunciamiento de carácter general. Lübbert (2014) p. 383. En el mis-
mo sentido, Rivas (2013) p. 136.
24  Sergio Verdugo expresa que un control demasiado cercano a la causa particular y a la aplicación judicial del pre-
cepto impugnado no se condice con la naturaleza de los vicios de forma, que se acerca más a la historia legislativa 
de la ley y se aleja del contenido normativo que el juez del caso está llamado a aplicar. Verdugo (2010) p. 109.
25  Manuel Núñez constata, del análisis de la jurisprudencia inicial del Tribunal Constitucional, que la acción 
de inaplicabilidad deja de ser un control concreto cuando examina un vicio de forma debido a la menor inci-
dencia del caso y de sus hechos, y que la declaración de inaplicabilidad adquiere una dimensión más general. 
Núñez (2007) p. 157. En el mismo sentido se refieren Cazor y Pica (2009) p. 31.
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fondo26; b) Su atribución para conocer ambos tipos de vicio se colige de la historia de la re-
forma constitucional de 200527 y que el artículo 93 Nº 6 no diferencia entre vicios de cons-
titucionalidad de forma y fondo28; c) La acción de inaplicabilidad no supone enjuiciar el 
mérito de la regulación legal; y d) Corresponde analizar primeramente los vicios de forma y 
luego los vicios de fondo, porque aquellos afectan la existencia misma de la ley29.

26  Tribunal Constitucional, Artículo 30 del Decreto Ley Nº 3.538, Rol Nº 546 (2006); Tribunal Constitu-
cional, Artículo 96 del Código de Minería, Roles Nº 608-609-610-611 y 612 (2007); Tribunal Constitucio-
nal, Artículo 96 del Código de Minería, Rol 473 (2007); Tribunal Constitucional, Artículo 96 del Código 
de Minería, Rol Nº 517 (2007); Tribunal Constitucional, Artículo 416 del Código Procesal Penal, Rol 
Nº 596 (2007); Tribunal Constitucional, Artículo 96 del Código de Minería, Rol Nº 588 (2007); Tribunal 
Constitucional, Artículo 96 del Código de Minería, Rol Nº 589 (2007); Tribunal Constitucional, Artículo 
96 del Código de Minería, Rol Nº 623 (2007); Tribunal Constitucional, Artículo 96 del Código de Mi-
nería, Rol Nº 741 (2007); Tribunal Constitucional, Artículo 416 del Código Procesal Penal, Rol Nº 791 
(2008); Tribunal Constitucional, Artículo 387 del Código Procesal Penal, Rol Nº 821 (2008); Tribunal 
Constitucional, Artículo 387 del Código Procesal Penal, Rol Nº 1130 (2008); Tribunal Constitucional, 
Artículo 38 ter de la Ley de Isapres, Rol Nº 976 (2008); Tribunal Constitucional, Artículo 474 del Có-
digo del Trabajo, Rol Nº 946 (2008); Tribunal Constitucional, Artículo 474 del Código del Trabajo, Rol 
Nº 968 (2008); Tribunal Constitucional, Artículo 21 del Decreto Ley Nº 2.186, Rol Nº 1038 (2008); Tri-
bunal Constitucional, Artículo 149 del Código Procesal Penal, Rol Nº 1065 (2008); Tribunal Constitucio-
nal, Artículo 595 del Código Orgánico de Tribunales, Rol Nº 1140 (2009); Tribunal Constitucional, Ar-
tículo 38 ter de la Ley de Isapres, Rol Nº 1218 (2009); Tribunal Constitucional, Artículo 416 del Código 
Procesal Penal, Rol Nº 1314 (2009); Tribunal Constitucional, Artículos 3º y 4º del Decreto Ley Nº 1.757, 
de 1977, Rol Nº 1295 (2009); Tribunal Constitucional, Artículos 230, 231, 237 y 240 del Código Proce-
sal Penal, Rol Nº 1445 (2010); Tribunal Constitucional, Artículo 53 del Código Tributario, Rol Nº 1951 
(2012); Tribunal Constitucional, Artículo 53 del Código Tributario, Rol Nº 1952 (2012).
El órgano de justicia constitucional categóricamente sostuvo en una serie de sentencias de 2022, todas en el 
considerando décimo, la pertinencia de la acción de inaplicabilidad para conocer los vicios de forma: “[…] no 
procede sostener que la infracción de las referidas normas sobre “formación” de la ley no incidiría en su “apli-
cación” y que, por tanto, la normativa cuestionada quedaría a salvo o por solo ello inmunizada de una ulterior 
acción de inaplicabilidad por inconstitucionalidad”. Tribunal Constitucional, artículo único, incisos doce, 
trece y catorce, de la ley Nº 21.330, Rol Nº 11.230, 11.559, 11.560, 11.683 (2022). 
27  Bajo el Rol Nº 1191 de 2009, el órgano de justicia constitucional aludió a la historia de la reforma cons-
titucional de 2005 y, a partir del considerando noveno, mencionó la discusión del proyecto en el Senado y la 
mención expresa que quedó signada sobre la procedencia de la acción por motivos de forma o fondo. Acuerdo 
que fue eliminado por la Cámara de Diputados sin que –según el relato del Tribunal Constitucional– se dejara 
testimonio del fundamento tenido a la vista para ello. Según la sentencia en comento, la interpretación de la 
historia de la tramitación legislativa de la ley 20.050 fue “consolidar un sistema de control de constituciona-
lidad más amplio y concentrado que el existente”. Tribunal Constitucional, Artículo 137 de Ley General de 
Servicios Eléctricos, Rol Nº 1191 (2009).
28  En el considerando décimo quinto de la sentencia Rol N°3.248, el Tribunal Constitucional reafirmó su com-
petencia para examinar la “inconstitucionalidad de forma” de un precepto legal en el control posterior: “Ello, 
porque el artículo 93, inciso primero, Nº 6 de la Carta Fundamental no distingue al señalar que la aplicación 
del precepto impugnado resulte contraria a la Constitución, lo que necesariamente conlleva que, en esta mate-
ria, este sentenciador está llamado a efectuar un resguardo integral del principio de supremacía constitucional, 
tanto desde el punto de vista del proceso de formación de la ley cuanto de una infracción sustantiva a la Ley 
Suprema”. Tribunal Constitucional, Artículo 12, Nº 1, letra d) de la Ley 19.253, Rol Nº 3.248 (2018). 
29  Respecto al orden en que corresponde conocer los vicios de constitucionalidad alegados por el requirente, las 
sentencias Rol Nº 473, 517, 535, todos en el considerando décimo cuarto, señalaron que planteados vicios de 
forma y fondo corresponde “analizar primeramente los presuntos vicios formales”. La razón que esgrime el tri-
bunal para abordarlos en primer término es la existencia misma del precepto legal: “de estar viciado en su forma-
ción el precepto legal impugnado no sería tal y deberá acogerse el requerimiento por lo que carecerá de utilidad 
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Los requerimientos de inaplicabilidad que ha resuelto el Tribunal Constitucional 
versan –según la tipología propuesta– sobre vicios de incompetencia formal, vicios de in-
competencia material y vicios de procedimiento, es decir todo el abanico de infracciones 
constitucionales anticipado en el segundo apartado de este trabajo30.

Respecto a los vicios de incompetencia formal, en el año 2022 el Tribunal Constitu-
cional acogió cuatro de siete requerimientos planteados por haberse establecido –a su jui-
cio– como reforma constitucional un asunto que debía regularse como ley. De modo que se 
habría soslayado la atribución del Presidente de la República de iniciar los proyectos de ley 
que regulen materias de seguridad social, toda vez que fueron iniciados por moción parla-
mentaria. Con ello se habría infringido el artículo 65 inciso cuarto de la Constitución inci-
so sexto31. Como se observa, el vicio alegado es que una autoridad distinta de la establecida 
constitucionalmente se arrogó la iniciativa de un proyecto de ley, en los términos previstos 
en el artículo 65 de la Constitución.

Con relación a los vicios de incompetencia material, el órgano de justicia constitu-
cional se ha pronunciado en los siguientes casos: a) Una actividad del Estado no habría sido 
calificada por el legislador como empresarial, y por ende no autorizada por ley de quórum 

analizar, además, las inconstitucionalidades de fondo de que pudo adolecer”. Tribunal Constitucional, Artículo 
96 del Código de Minería, Rol Nº 473 (2007); Tribunal Constitucional, Artículo 96 del Código de Mine-
ría, Rol Nº 517 (2007); Tribunal Constitucional, Artículo 96 del Código de Minería, Rol Nº 535 (2007).
En el mismo sentido, el órgano de justicia constitucional expresó que es “práctica invariable” plantear las cuestio-
nes de forma antes que las de fondo, “pues de estar viciado en su formación, el precepto legal no será tal”.Tri-
bunal Constitucional, Artículo 238 del Código de Procedimiento Civil y Artículo 32 de la Ley Orgánica 
Constitucional de Municipalidades, Rol Nº 1145 (2009).
30  Cabe resaltar dos propuestas doctrinarias de sistematización de vicios de forma. La primera realizada por 
Sebastián Soto, a propósito de los vicios de forma que se extraen de la jurisprudencia del Tribunal Constitu-
cional con motivo del control previo de constitucionalidad. El autor distingue los vicios vinculados con: a) el 
contenido del proyecto (ideas matrices, iniciativa); las votaciones (quórum, forma de votación de los proyectos 
de ley); b) el procedimiento legislativo (admisibilidad e inadmisibilidad, informes de la Corte Suprema, reglas 
del veto, nuevos gastos y fuente de los recursos); c) los procedimientos una vez despachado el proyecto del Con-
greso (promulgación de proyectos de ley, recepción de la sentencia del Tribunal Constitucional). Soto (2020) 
pp. 136-137.
Una casuística semejante a la propuesta en este trabajo, más no la tipología, es planteada por Enrique Navarro, 
quien expresa: “El Tribunal Constitucional ha analizado la situación particularmente en relación con inaplicabi-
lidades vinculados con preceptos que no habrían sido aprobados por el quórum orgánico constitucional, los que 
en general han sido desechados. También los ha habido respecto de preceptos revisados preventivamente por el 
Tribunal Constitucional. Los vicios formales podrían también tener relación respecto de vicios asociados a la 
falta de consulta a órganos durante la tramitación de la ley (por ejemplo, la Corte Suprema), infracción a la re-
serva legal y limitaciones al decreto con fuerza de ley, y, en general, incumplimientos al quórum de aprobación. 
Navarro (2020) p. 64.
Por su parte, el Tribunal Constitucional tiene su tipología que se resume en la sentencia Rol Nº 1443: “Solo 
cuando el Parlamento exceda su ámbito de competencia, infringiendo los márgenes contemplados en la Consti-
tución, o violente el proceso de formación de la ley, el Tribunal Constitucional puede intervenir para reparar los 
vicios de inconstitucionalidad en que éste haya incurrido”. Tribunal Constitucional, artículos 364, 372 a 387 
del código procesal penal, Rol Nº 1443 (2010) (considerando décimo cuarto).
31  Tribunal Constitucional, artículo único, incisos doce, trece y catorce, de la ley Nº 21.330, Rol 
Nº 11.230, 11.559, 11.560, 11.683 (2022). Acordada con el voto en contra de los ministros García Pino, Pica 
Flores y de la Ministra Silva Gallinato, quienes concluyen que las alegaciones de vicios de constitucionalidad de 
forma carecen de asidero pues no existe iniciativa exclusiva del Presidente en materia de reformas constituciona-
les, como sí lo existe en el caso de normas de rango simplemente legal.
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calificado en los términos del artículo 19 Nº 21, inciso segundo, de la Constitución, sino 
regulada por ley simple32; b) Un asunto que estaría vedado a la regulación por decreto con 
fuerza de ley fue regulado por este tipo de fuente33; c) Una normativa que tipificaría con-
ductas punibles y establecería sanciones no fue regulada por la ley en sentido estricto, sino 
por un decreto con fuerza de ley34; d) Una materia que debería ser regulada por una ley 
orgánica constitucional, fue regulada por un decreto ley35; e) Una materia que debería ser 
regulada por una ley orgánica constitucional, fue regulada por ley simple36. Cabe aclarar 
que se trata de una sistematización de las decisiones sobre este tipo de vicios, que no signi-
fica que el Tribunal Constitucional se haya pronunciado aceptando la tesis sobre los vicios 
de incompetencia material.

En síntesis, los casos de incompetencia material han recaído en la infracción al ámbi-
to material reservado por la Constitución a la ley, de conformidad con el artículo 63; a los 
distintos tipos de ley, según lo dispuesto por el artículo 66; y a los decretos con fuerza de 
ley del artículo 64 de la Carta.

Con relación a los vicios de procedimiento, destacan los casos en que: a) Se omitió el 
control previo y obligatorio de constitucionalidad que correspondería a un asunto materia de 
ley orgánica constitucional37; b) Una norma, que incidiría en atribuciones de los tribunales de 
justicia, no cumplió el trámite de oír previamente a la Corte Suprema38; y c) No se dictó una 
ley delegatoria de facultades, en circunstancias que se requería para la generación de un decre-
to con fuerza de ley o se habrían excedido los límites fijados por la ley delegatoria39.

En general, los casos de vicios de procedimiento consisten en la omisión de los si-
guientes trámites: a) El control previo de constitucionalidad, previsto en el artículo 93 
Nº 1 de la Constitución; b) Oír previamente a la Corte Suprema, tal como lo exige el artí-

32  Tribunal Constitucional, Artículo 23 de la Ley Nº 19.542, Rol Nº 467 (2006).
33  Tribunal Constitucional, Artículo 3° de Ley Orgánica de la Dirección General del Territorio Maríti-
mo y de Marina Mercante, Rol Nº 2784 (2016).
34  Tribunal Constitucional, Artículo 22° del DFL Nº 707, sobre cuentas corrientes bancarias y cheques, 
Rol Nº 3141 (2016); y Tribunal Constitucional, Artículo 22° del DFL Nº 707, sobre cuentas corrientes 
bancarias y cheques, Rol Nº 3199 (2017).
35  Tribunal Constitucional, Artículo 11 del Decreto Ley Nº 799, de 1974, Rol Nº 796 (2007).
36  Tribunal Constitucional, Artículo 96 del Código de Minería, Rol Nº 473, 517, 535, 588, 589, 608-
609-610-611-612, 623 y 741 (2007); y Tribunal Constitucional, Artículo 96 del Código de Minería, Rol 
Nº 1068, 1148, 1149,1174,1175, 1176, 1177, 1178, 1179, 1180, 1181 (2009).
37  Los requerimientos de inaplicabilidad que impugnaron el artículo 96 del Código de Minería también plan-
tearon un vicio de procedimiento, que sería la omisión del control previo de constitucionalidad. Ver las senten-
cias Rol Nº 473, 517, 535, 588, 589, 608-609-610-611-612, 623 y 741, todas del Tribunal Constitucional.
Así también, Tribunal Constitucional, Artículo 238 del Código de Procedimiento Civil y artículo 32 de la 
ley orgánica constitucional de Municipalidades, rol Nº 1145 (2009); Tribunal Constitucional, Artículo 41 
N°5 de Ley de Rentas Municipales, Rol Nº 2841 (2016); Tribunal Constitucional, Artículo 12, Nº 1, letra 
d) de la Ley 19.253, Rol Nº 3248 (2018).
38  Tribunal Constitucional, Artículo 238 del Código de Procedimiento Civil y Artículo 32 de la Ley Or-
gánica Constitucional de Municipalidades, Rol Nº 1145 (2009).
39  Tribunal Constitucional, Artículo 2°, Nº 2 del DFL Nº 1, que fijó el Estatuto Orgánico del Servicio 
de Tesorerías y artículos 170, 171, 172, 173, 174, 177, 178, 190, 193, y 179 del Código Tributario, Rol 
Nº 3297 (2017).



104  
Revista Chilena de Derecho, vol. 50 Nº 2, pp. 91 - 114 [2023]

Henríquez Viñas,  Miriam Lorena  “Vicios de forma ¿control concreto en la acción de inaplicabilidad?”

culo 77 de la Constitución; y c) La delegación de facultades legislativas por medio de una 
ley habilitante, según lo exigido por el artículo 64 inciso primero de la Carta Fundamental. 

En la jurisprudencia del Tribunal Constitucional, el caso más frecuente corresponde 
a los requerimientos de constitucionalidad del artículo 96 del Código de Minería40. Los 
requerimientos planteados señalan que esta regulación se contrapone con los artículos 
19 Nº 24 inciso séptimo, 93 Nº 1 y 94, inciso segundo de la Constitución, en cuanto el 
artículo 96 acarrea la extinción de la propiedad minera en circunstancias que la misma 
Carta reserva a la ley orgánica constitucional la regulación de las causales de extinción de la 
concesión, siendo el Código de Minería, que las regula, una ley simple. Además, se habría 
omitido el control previo de constitucionalidad que pesa sobre los proyectos de ley orgáni-
ca constitucional. 

En el conjunto de sentencias de 2007 como de 2009 relativas al artículo 96 del 
Código en comento, el Tribunal trató esta inconstitucionalidad como “vicios de forma o 
competenciales” y realizó un análisis con base en: a) Un examen conjunto y sistemático de 
las normas constitucionales que regulan el régimen de la minería nacional, esto es, el inciso 
sexto al décimo del Nº 24 del artículo 19, y las disposiciones transitorias segunda y tercera 
de la Carta Fundamental, distinguiendo entre derechos mineros antiguos y nuevos; y b) Una 
interpretación concordante con la jurisprudencia previa de los fallos Rol Nº 10, 17 y 256 
del mismo órgano y; c) Las actas de la Comisión de Estudios para la Nueva Constitución.

Como se observa en este y otros casos, el análisis de los vicios de forma en sede de 
inaplicabilidad se realiza considerando: a) La historia de la norma legal41; b) La historia de 
la Constitución, en particular las actas de la Comisión de Estudios de la Nueva Constitu-
ción; y c) La jurisprudencia del propio Tribunal Constitucional. Ninguno de estos elemen-
tos de juicio se vincula con la gestión judicial pendiente.

Consistente con lo anterior, el Tribunal Constitucional reconoce en algunos fallos 
que cuando se trata de un vicio de forma la importancia del caso concreto disminuye y los 
efectos se generalizan. En palabras del órgano de justicia constitucional:

“De esta manera, el que en uno o más casos determinados se declare un precepto legal 
inaplicable por inconstitucional, no significa que siempre y en cualquier caso procederá igual 

40  Durante 2007 se dictaron 8 sentencias en virtud de requerimientos de inaplicabilidad que impugnaron el 
artículo 96 del Código de Minería por un vicio de competencia que consistiría en que un asunto propio de 
ley orgánica constitucional es regulado por una ley simple. En tal sentido las sentencias Rol Nº 473, 517, 535, 
588, 589, 608-609-610-611-612, 623 y 741 del Tribunal Constitucional. En 2009, se falló otra serie de sen-
tencias sobre el mismo artículo bajo los roles Nº 1068, 1148, 1149,1174,1175, 1176, 1177, 1178, 1179, 1180, 
1181 del mismo tribunal. 
41  En la sentencia Rol Nº 1191, el Tribunal Constitucional afirmó que: “cuando la inaplicabilidad se funda 
en un vicio formal o procedimental del precepto legal, el control de constitucionalidad comprende un estudio 
nomogenético, esto es, un análisis de la gestación y puesta en vigencia del precepto legal impugnado”. Tribunal 
Constitucional, Artículo 137 de Ley General de Servicios Eléctricos, Rol Nº 1191 (2009). En el sentido 
de realizar un estudio de la historia de la ley, Tribunal Constitucional, Artículo 23 de la Ley Nº 19.542, Rol 
Nº 467 (2006); Tribunal Constitucional, Artículo 22° del DFL Nº 707, sobre cuentas corrientes bancarias 
y cheques, Rol Nº 3141 (2016); Tribunal Constitucional, Artículo 2°, Nº 2 del DFL Nº 1, que fijó el Esta-
tuto Orgánico del Servicio de Tesorerías y artículos 170, 171, 172, 173, 174, 177, 178, 190, 193, y 179 
del Código Tributario, Rol Nº 3297 (2017).
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declaración, característica que cobra mayor importancia cuando se trata de una inconstitu-
cionalidad de fondo y cuya trascendencia decae tratándose de defectos en la formación del 
precepto impugnado, pues resulta obvio que si en determinado caso la inaplicabilidad se 
acoge por estimarse que el precepto impugnado adolece de inconstitucionalidad de forma, 
disminuirá la importancia del caso concreto y la declaración de inaplicabilidad adquirirá una 
dimensión más general”42.

Del examen de las sentencias analizadas, es posible inferir que el Tribunal Constitu-
cional reconoce ser competente para conocer la acción de inaplicabilidad por vicios de for-
ma y se adentra a conocer las infracciones constitucionales sin considerar las circunstancias 
de hecho del caso que sirve como supuesto y parámetro del control concreto, reconociendo 
incluso que el carácter concreto decae cuando el vicio que se alega es uno de forma.

CONCLUSIONES

De conformidad con la interpretación atribuida por la doctrina mayoritaria al artículo 
93 Nº 6 de la Constitución, la acción de inaplicabilidad exige un control concreto de cons-
titucionalidad como examen incidental que realiza el Tribunal Constitucional de la constitu-
cionalidad de la aplicación del precepto legal con ocasión de una gestión pendiente, que por 
su configuración produce efectos particulares. Tal como lo ha afirmado el órgano de justicia 
constitucional, este control no examina la constitucionalidad del precepto legal, sino que 
controla si su aplicación en un caso concreto produce efectos inconstitucionales.

La regulación constitucional de la acción de inaplicabilidad por inconstitucionali-
dad no discrimina entre vicios de constitucionalidad de forma o de fondo. Esta ausencia 
de distinción no permite apreciar cómo las particularidades de los vicios de forma inciden 
en el ejercicio de la referida acción en tanto control concreto. Esto ha podido comprobarse 
a partir de las sentencias analizadas en este artículo, en las que el Tribunal Constitucional 
expresa sostenidamente tener la facultad para conocer y resolver la acción de inaplicabilidad 
por motivos de forma o de fondo, sin distinción. Puntualmente, el órgano de justicia cons-
titucional ha resuelto sobre vicios de incompetencia formal, vicios de incompetencia mate-
rial y vicios de procedimiento, es decir, el amplio abanico de infracciones constitucionales.

Empero, esta ausencia de diferenciación desaparece en la práctica cuando el Tribunal 
Constitucional se encamina a conocer las infracciones, por cuanto no considera las circuns-
tancias de hecho del caso que sirven como supuesto y parámetro de control, reconociendo 
expresamente en ciertos fallos que el carácter concreto disminuye cuando el vicio alegado 
es uno de forma. Por el contrario, en estos supuestos, el órgano de control de constitucio-
nalidad ejerce un examen de la génesis, gestación del acto normativo y puesta en vigencia 
del precepto legal y no de los efectos inconstitucionales que su aplicación produce en una 
gestión judicial pendiente.

42  Tribunal Constitucional, Artículo 96 del Código de Minería, Rol Nº 741 (2007).
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El Tribunal Constitucional no distingue explícitamente si corresponde formular un 
examen respecto del acto normativo o de la norma para la gestión pendiente, cuestión que es 
presupuesto del examen de inaplicabilidad por inconstitucionalidad como control concreto.

Se comprueba así la hipótesis de este trabajo: cuando el Tribunal Constitucional 
conoce un vicio de forma de un precepto legal en sede de inaplicabilidad no ejerce propia-
mente un control concreto de constitucionalidad, al menos tal como su jurisprudencia y la 
doctrina lo han caracterizado.

Esta última conclusión podría ser utilidad en el marco de un proceso de cambio 
constitucional para: a) Barajar la exclusión del control previo de constitucionalidad de los 
proyectos de ley, dejando a salvo el control para los vicios de forma; b) Configurar una 
acción de inaplicabilidad que expresamente permita el control abstracto de los vicios de 
forma; o c) Facultar la declaración de inconstitucionalidad por vicios de forma a través de 
la acción de inconstitucionalidad, sin necesidad de cumplir con el requisito de una previa 
declaración de inaplicabilidad.
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(De Bice Vida Compañía de Seguros S.A. del art. único, incisos doce, trece y catorce, 
de la Ley Nº 21330, que modifica la carta fundamental para establecer y regular un 
mecanismo excepcional de retiro de fondos previsionales y anticipo de rentas vitali-
cias, Corte de Apelaciones de Santiago, Rol Nº 263-2021 (2022)).

Tribunal constitucional, 17/03/2022, Rol Nº 11.559, Requerimiento de inaplicabilidad 
(de Penta Vida Compañía de seguros de vida S.A. del art. único, incisos doce, trece y 
catorce, de la Ley Nº 21330, que modifica la carta fundamental para establecer y re-
gular un mecanismo excepcional de retiro de fondos previsionales y anticipo de rentas 
vitalicias, Corte de Apelaciones de Santiago, Rol Nº 262-2021 (2022)).

Tribunal constitucional, 17/03/2022, Rol Nº 11.683, Requerimiento de inaplicabilidad 
(de Penta Vida Compañía de seguros de vida S.A. del art. único, incisos doce, trece y 
catorce, de la Ley Nº 21330, que modifica la carta fundamental para establecer y re-
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gular un mecanismo excepcional de retiro de fondos previsionales y anticipo de rentas 
vitalicias, Corte de Apelaciones de Santiago, Rol Nº 25119-2021 (2022)).

Tribunal constitucional, 18/01/2022, Rol Nº 12.345, Acción de inconstitucionalidad (de-
claración de inconstitucionalidad de los artículos 2°, del Decreto Ley Nº 3.643, 
de 1981, y el artículo 4°, del Decreto Ley Nº 2.067, de 1977, según se explicará, de 
oficio (2021)).

Tribunal constitucional, 10/12/2019, Rol Nº 6.222, Requerimiento de inaplicabilidad 
(de Vicente Ahrens, del artículo 248 letra c) del Código Procesal Penal, RUC 
Nº 1810022771-8, RIT Nº 1120-2018, Juzgado de Garantía de la Calera (2018)).

Tribunal constitucional, 05/12/2017, Rol Nº 3.297, Requerimiento de inaplicabilidad (de 
Claudio Oreste Morales, del artículo 395 bis en relación con el artículo 393 y 390 
del Código Procesal Penal, RUC Nº 1700383542-1, RIT Nº 2635-2017, Juzgado de 
Garantía de Iquique (2017): TC, Rol Nº 3.731 de 30 de mayo de 2019. Req. de inapl. 
de Juan Zamorano Mendieta del art. 2°, Nº 2 del DFL Nº 1, que fijó el Estatuto Or-
gánico del Servicio de Tesorerías, de los arts. 170, 171, 172, 173, 174, 177, inc. 4°, 
178, incs. 1°, 2° y 3°, arts. 190, 193, y 179, en las frases que indica, todos, del Códi-
go Tributario, en “Tesorería Provincial de Ñuñoa con Zamorano, Juan”, 21° Juzgado 
de Letras en lo Civil de Santiago, Rol C-25229-2016 (2017)).

Tribunal constitucional, 28/03/2017, Rol Nº 3.199, Requerimiento de inaplicabilidad. (de 
Carlos Tornquist Bertrand del art. 22° del DFL Nº 707, sobre cuentas corrientes 
bancarias y cheques, RIT Nº 6321-2016, RUC Nº 1610012953-5, Séptimo Juzgado de 
Garantía de Santiago (2017).

Tribunal constitucional, 10/01/2017, Rol Nº 2.944, Requerimiento de inaplicabilidad (de 
Sociedad LED Chile SpA., del art. 41 Nº 5 del Decreto Supremo Nº 2.385, de 1996, 
del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, que aprueba el texto refundido y 
sistematizado del decreto Ley Nº 3.063, Ley de Rentas Municipales, en reclamo de 
ilegalidad, “Sociedad LED Chile SpA contra I. Municipalidad de Santiago”, Rol 
Nº 5603-2015, Corte de Apelaciones de Santiago, (2017)).

Tribunal constitucional, 27/12/2016, Rol Nº 3.141, Requerimiento de inaplicabilidad (de 
Carlos Tornquist Bertrand, del art. 22° del DFL Nº 707, sobre cuentas corrientes 
bancarias y cheques, RIT Nº 3304-2015, RUC Nº 1510028478-K, Décimo Juzgado de 
Garantía de Santiago (2016)).

Tribunal constitucional, 29/09/2016, Rol Nº 11.559, Requerimiento de inaplicabilidad 
(de Roberto Guzmán, del artículo 29 del decreto ley Nº 3.538, que crea la Super-
intendencia de Valores y Seguros, Rol C-21.305, 16° Juzgado Civil de Santiago 
(2014)).

Tribunal constitucional, 12/05/2016, Rol Nº 2.784, Requerimiento de inaplicabilidad (de 
Esval S.A. del art. 3°, letra i) y l) del DFL Nº 292, de 1953, que aprueba la Ley Or-
gánica de la Dirección General del Territorio Marítimo y la Marina Mercante, arts. 
95, 96, 97; 142, incs. 3° y 4°; 149, inc. 1° e incs. 1°, 150, incs. 1° y 4°, y 151 del DL 
Nº 2222 de 1978, que establece la Ley de Navegación, en “Esval S.A. con Goberna-
ción Marítima de Valparaíso”, Rol Nº 3183/2014, Corte de Apelaciones de Valparaíso 
(2016)).
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Tribunal constitucional, 21/01/2016, Rol Nº 2.841, Requerimiento de inaplicabilidad, 
(de Inversiones Cava SpA. y otra, del art. 41 Nº 5 del Decreto Supremo Nº 2.385, de 
1996, del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, que aprueba el texto refundi-
do y sistematizado del decreto Ley Nº 3.063, Ley de Rentas Municipales, “Valenzuela 
Aedo Cristóbal contra Alcalde de la I. Municipalidad de Vitacura”, Rol Nº 1570-
2015, Corte Suprema (2016)).

Tribunal constitucional, 26/01/2016, Rol Nº 2.703, Requerimiento de inaplicabilidad 
(jueza subrogante del Tercer Juzgado de Letras de Iquique, de los artículos 456 del 
Código Civil y 4 de la Ley Nº 18.600, Rol Nº V-185-2014, Tercer Juzgado de Letras 
de Iquique (2014).

Tribunal constitucional, 22/01/2015, Rol Nº 2.683, Requerimiento de inaplicabilidad 
(Confederación de Empleados Particulares de Chile, del artículo 9° de La Ley 
Nº 18.689, Rol Nº C-3090-1999, Primer Juzgado Civil de Viña del Mar (1999).

Tribunal constitucional, 24/12/2015, Rol Nº 2.805, Requerimiento de inaplicabilidad 
Diputada Cristina Girardi, del inciso tercero del artículo 416 del Código Procesal 
Penal, Rol Nº 16, Corte de Apelaciones de Santiago (2015)).

Tribunal constitucional, 04/04/2013, Rol Nº 2.161, Requerimiento de inaplicabilidad 
(compañía nacional de fuerza eléctrica s.a. y empresa eléctrica atacama s.a., del artí-
culo 16 b de la ley Nº 18.410 que crea la superintendencia de electricidad y combus-
tibles, “compañía nacional de fuerza eléctrica s.a., empresa eléctrica atacama s.a. con 
superintendencia de electricidad y combustibles”, protección, Rol Nº 21.515, corte 
de apelaciones de santiago, (2011)).

Tribunal constitucional, 31/01/2013, Rol Nº 2.246, Requerimiento de inaplicabilidad 
(Ministerio Secretaría General de la Presidencia, del inciso segundo del artículo 5° 
de la ley Nº 20.285, sobre acceso a la información pública, “Subsecretaría General de 
la Presidencia con Consejo para la Transparencia”, Rol N°2496, Corte de Apelaciones 
de Santiago (2012)).

Tribunal constitucional, 13/09/2012, Rol Nº 1.952, Requerimiento de inaplicabilidad (de 
Jaime Antonio Illanes Piedrabuena, del art. 53, inc. 3º y 5º, parte última, del Código 
tributario, Rol Nº 7281-2010, Corte de Apelaciones de Santiago (2012)).

Tribunal constitucional, 13/09/2012, Rol Nº 1.951, Requerimiento de inaplicabilidad (de 
Jaime Antonio Illanes Piedrabuena, del art. 53, incs. 3º y 5º, parte última del Código 
Tributario, Rol Nº 4885-2010, Corte de Apelaciones de Santiago (2012)).

Tribunal constitucional, 14/07/2011, Rol Nº 1.865, Requerimiento de inaplicabilidad (de 
Transportes ESERT S.A. de la parte final del inc. tercero, del art. 474, del Código 
del Trabajo, Rol Nº 985-2009 sobre reclamación de multa sustanciados, 7º Juzgado 
del Trabajo de Santiago (2011)). 

Tribunal constitucional, 26/08/2010, Rol Nº 1.443, Requerimiento de inaplicabilidad (de 
Francisco Choque Siguayro y otro, de los arts. 364, 372, 373, 374, 375, 376, 377, 
378, 379, 380, 381, 382, 383, 384, 385, 386 y 387 del Código Procesal Penal y arts. 
1, 3, 22 y 25 de la Ley 20.000, RIT 177-2009, Tribunal Oral en lo Penal de Arica 
(2010)).
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Tribunal constitucional, 05/08/2010, Rol Nº 1.432, Requerimiento de inaplicabilidad (de 
Leonardo del Tránsito Mazuela Montenegro, de los arts. 364, 372, 373, 374, 375, 
376, 377, 378, 379, 380, 381, 382, 383, 385, 386 y 387 del Código Procesal Penal, 
RIT 22-2009 y RUC 0800077921-1, Tribunal Oral en lo Penal de los Andes (2010)). 

Tribunal constitucional, 29/01/2010, Rol Nº 1.445, Requerimiento de inaplicabilidad. 
de Eduardo Sánchez Eyquem, del art. 230 inc. 1° y arts. 231 y 237 inc. 1°, 2°, 3° a; 
4°,5°, 7° y 8°, y art. 240 inc. segundo del Código Procesal Penal, ruc 09000447112 
– 9, rit 6118 – 2009, 4º Juzgado de Garantía de Santiago (2010)).

Tribunal constitucional, 24/09/2009, Rol Nº 1.314, Requerimiento de inaplicabilidad 
(Req. de inapl. de catorce Compañías de Seguros Generales, de los arts. 3º y 4º del 
Decreto Ley Nº 1.757, de 1977, en recurso de reclamación, rol Nº 7910-2008, Corte 
de Apelaciones de Santiago, (2009): TC, Rol Nº 1.295, 6 de octubre de 2009. 

Tribunal constitucional Req. de inapl. de la Corte de Apelaciones de Talca, del art. 416 
inc. 3° del Código Procesal Penal, rol Nº 549-2008 (2009)).

Tribunal constitucional, 7/09/2009, Rol Nº 1.218, Requerimiento de inaplicabilidad (de 
María Ximena Osorio Sagredo, del art. 38 ter de la Ley Nº 18.933 -introducido 
por la Ley Nº 20.015-, art. 199 del D.F.L. (Ministerio de Salud) Nº 1, de 2005, Rol 
Nº 10.913-2008, Intendente de Fondos y Seguros de Salud (2009)).

Tribunal constitucional, 02/06/2009, Rol Nº 1.181, Requerimiento de inaplicabilidad. de 
Sociedad Contractual Minera Virginia, de los incs. 1° y 3° del art. 96 del Código de 
Minería, Rol Nº 44.966-04, “Inversiones Dominga S.A. con Sociedad Contractual 
Minera Virginia”, relativa al estacamento salitral “Oficina San Enrique Ex Oficina 
Sacramento”, Corte Suprema, Rol Nº 343-2008 (2009)).

Tribunal constitucional, 02/06/2009, Rol Nº 1.180, Requerimiento de inaplicabilidad (de 
Sociedad Contractual Minera Virginia, de los incs. 1° y 3° del art. 96 del Código de 
Minería, Rol Nº 44.813-04, “Sociedad Química y Minera de Chile S.A. con Sociedad 
Contractual Minera Virginia”, relativa al estacamento salitral “Oficina San Enrique 
Ex Oficina Sacramento”, Corte Suprema, Rol Nº 340-2008 (2009)).

Tribunal constitucional, 02/06/2009, Rol Nº 1.179, Requerimiento de inaplicabilidad (de 
Sociedad Contractual Minera Virginia, de los incs. 1° y 3° del art. 96 del Código de 
Minería, en Rol Nº 44.815-04, “Sociedad Química y Minera de Chile S.A. con Socie-
dad Contractual Minera Virginia”, relativa al estacamento salitral “Lote Diez, Ofi-
cina Tres Marías”, Corte Suprema, Rol Nº 339-2008 (2009)).

Tribunal constitucional, 02/06/2009, Rol Nº 1.178, Requerimiento de inaplicabilidad, (de 
Sociedad Contractual Minera Virginia, de los incs. 1° y 3° del art. 96 del Código de 
Minería, en Rol Nº 44.814-04, “Sociedad Química y Minera de Chile S.A. con Socie-
dad Contractual Minera Virginia”, relativa al estacamento salitral “Oficina Perua-
na”, del Juzgado Civil de Pozo Almonte, Corte Suprema, Rol Nº 338-2008 (2009)).

Tribunal constitucional, 02/06/2009, Rol Nº 1.177, Requerimiento de inaplicabilidad (de 
Sociedad Contractual Minera Virginia, de los incs. 1° y 3° del art. 96 del Código de 
Minería, en Rol Nº 44.969-04, “Inversiones Dominga S.A. con Sociedad Contractual 
Minera Virginia”, relativa al estacamento salitral “Oficina Peruana”, del Juzgado Ci-
vil de Pozo Almonte, Corte Suprema, Rol Nº 1.338-2008 (2009)).
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Tribunal constitucional, 02/06/2009, Rol Nº 1.176, Requerimiento de inaplicabilidad (de 
Sociedad Contractual Minera Virginia, de los incs. 1° y 3° del art. 96 del Código 
de Minería, en Rol Nº 44.968-04, “Inversiones Dominga S.A. con Sociedad Contrac-
tual Minera Virginia”, relativa al estacamento salitral “Estacamento minero Paposo 
y Cholita, incluso Limeñita, Yungay Bajo y Terreno La Noria”, del Juzgado Civil de 
Pozo Almonte, Corte Suprema, Rol Nº 341-2008 (2009)).

Tribunal constitucional, 02/06/2009, Rol Nº 1.175, Requerimiento de inaplicabilidad (de 
Sociedad Contractual Minera Virginia, de los incs. 1° y 3° del art. 96 del Código de 
Minería, en Rol Nº 44.967-04, “Inversiones Dominga S.A. con Sociedad Contractual 
Minera Virginia”, relativa al estacamento salitral “La Oficina San Pedro, San Vicen-
te, San Carlos”, del Juzgado Civil de Pozo Almonte, Corte Suprema, Rol Nº 342-
2008 (2009)).

Tribunal constitucional, 02/06/2009, Rol Nº 1.174, Requerimiento de inaplicabilidad (de 
Sociedad Contractual Minera Virginia, de los incs. 1° y 3° del art. 96 del Código 
de Minería, en Rol Nº 36.853, “Sqm Químicos s.a. con Sociedad Contractual Minera 
Virginia”, relativa al estacamento salitral “Oficina Ramírez”, del Juzgado Civil de 
Pozo Almonte, Corte Suprema, Rol Nº 2.787-2007 (2009)).

Tribunal constitucional, 02/06/2009, Rol Nº 1.149, Requerimiento de inaplicabilidad (de 
Sociedad Contractual Minera Virginia, de los incs. 1° y 3° del art. 96 del Código de 
Minería, en Rol Nº 36.856, “Sociedad Química y Minera de Chile S.A. con Sociedad 
Contractual Minera Virginia”, relativa al estacamento salitral “Estacamento Paposo-
Católica”, del Juzgado Civil de Pozo Almonte, Corte Suprema, Rol Nº 2.323-2007 
(2009)).

Tribunal constitucional, 02/06/2009, Rol Nº 1.148, Requerimiento de inaplicabilidad (de 
Sociedad Contractual Minera Virginia, de los incs. 1° y 3° del art. 96 del Código de 
Minería, en Rol Nº 36.861, “Sqm químicos s.a. con Sociedad Contractual Minera Vir-
ginia”, relativa a los estacamentos salitrales “Santa Ana” y “San Juan”, del Juzgado 
Civil de Pozo Almonte, Corte Suprema, Rol Nº 2.316-2007 (2009)).

Tribunal constitucional, 17/03/2009, Rol Nº 1.145, Requerimiento de inaplicabilidad (de 
la Municipalidad de Arauco, del art. 238 del Código de Procedimiento Civil e inc. 
segundo del art. 32 de la Ley Orgánica Constitucional de Municipalidades, en Rol 
Nº 2779-07, Segundo Juzgado Civil de Concepción, “Varela con I. Municipalidad de 
Arauco” (2009)).

Tribunal constitucional, 14/01/2009, Rol Nº 1.140, Requerimiento de inaplicabilidad 
(de María José Arancibia Obrador, del art. 595 del Código Orgánico de Tribunales 
(2009)).

Tribunal constitucional, 09/05/2008, Rol Nº 1.130, Requerimiento de inaplicabilidad (de 
Carolina Gajardo Salazar, del inc. segundo del art. 387 del Código Procesal Penal, 
RIT Nº 2015-2005, Juzgado de Garantía de Talcahuano (2008)).

Tribunal constitucional, 02/06/2009, Rol Nº 1.068, Requerimiento de inaplicabilidad (de 
Sociedad Contractual Minera Compañía de Salitre y Yodo Negreiros, de los incs. 
primero y tercero del art. 96 del Código de Minería, Rol Nº 1.798-2007, Corte Su-
prema (2009)).
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Tribunal constitucional, 19/05/2009, Rol Nº 1.191, Requerimiento de inaplicabilidad 
(de la Primera Sala del Tribunal de Juicio Oral en lo Penal de Valparaíso en RUC 
0700364853-7, RIT 186-08 en contra de Franco Mariano Arancibia Tognia, en rela-
ción con la aplicación del art. 137 del DFL Nº 1, de 1982, del Ministerio de Mine-
ría, Ley General de Servicios Eléctricos (2009)).

Tribunal constitucional, 18/12/2008, Rol Nº 1.065, Requerimiento de inaplicabilidad (del 
Juez del Juzgado de Garantía de Puerto Montt, del art. 149, inc. segundo, del Códi-
go Procesal Penal, RIT Nº 3798-2008, RUC Nº 0800363671-3 (2008)).

Tribunal constitucional, 14/08/2008, Rol Nº 1.038, Requerimiento de inaplicabilidad (de 
Américo Gioia Gobbi respecto del inc. segundo, del art. 21 del Decreto Ley Nº 2.186, 
de 1978, Ley Orgánica de Procedimiento de Expropiaciones, Rol 2.612-2007, Corte 
de Apelaciones de Valparaíso (2008)).

Tribunal constitucional, 10/06/2008, Rol Nº 968, Requerimiento de inaplicabilidad de 
Sociedad Asesoría y Servicio Empresarial Limitada, del inc. tercero del art. 474 del 
Código del Trabajo, Rol Nº 806-07, “Asesoría Y Servicio con Dirección Del Trabajo”, 
5º Juzgado de Letras del Trabajo de Santiago (2008)).

Tribunal constitucional, 01/07/2008, Rol Nº 946, Requerimiento de inaplicabilidad (de 
FM Seguridad S.A., del inc. tercero del art. 474 del Código del Trabajo, en Rol 
Nº 757-07, “Fm Seguridad S.A. con Dirección Regional Del Trabajo”, 8º Juzgado de 
Letras del Trabajo de Santiago (2008): TC, Rol Nº 946, 1 de julio de 2008.

Tribunal constitucional, 26/06/2008, Rol Nº 976, Requerimiento de inaplicabilidad (de 
Silvia Peña Wasaff, del art. 38 ter de la Ley Nº 18.933, en recurso de protección 
contra Isapre ING Salud S.A., Rol Nº 4972-2007, Corte de Apelaciones de Santiago 
(2008)).

Tribunal constitucional, 01/04/2008, Rol Nº 821, Requerimiento de inaplicabilidad (de 
Manuel Alvarado Aravena, del art. 387, inc. segundo, del Código Procesal Penal, 
en RUC Nº 0400400430-8 y RIT Nº 223-2006, seguida en contra de Sonia Elizabeth 
Salgado Henríquez, Ciro Omar Albornoz Burgos y Olga Antonia Salgado Henríquez, 
Tribunal de Juicio Oral en lo Penal de Arica (2008)).

Tribunal constitucional, 26/07/2007, Rol Nº 796, Requerimiento de inaplicabilidad (de 
Carlos López Vega, del art. 11 del Decreto Ley Nº 799, de 1974, en “Carlos López 
Vega”, Rol Nº 2237-2007, Corte Suprema (2007)).

Tribunal constitucional, 15/01/2008, Rol Nº 791, Requerimiento de inaplicabilidad (de 
diputado Iván Paredes Fierro, del art. 416, inc. tercero, del Código Procesal Penal, 
Rol Nº 2286-2007, Corte Suprema (2008)).

Tribunal constitucional, 27/11/2007, Rol Nº 773, Requerimiento de inaplicabilidad (de 
Estadio Español S.A., de los arts. 1°, 3°, 4°, 5°, 7°, 10, 12 y 16 de la Ley Nº 17.235 
y del art. 2° de la Ley Nº 20.033, en las partes que indica, en reclamo de avalúo Rol 
Nº 11.181-07, Tribunal Tributario Santiago Oriente (2007)).

Tribunal constitucional, 30/10/2007, Rol Nº 741, Requerimiento de inaplicabilidad 
(de S.C.M. Virginia, del art. 96 del Código de Minería en “Sociedad Química y Minera 
de Chile S.A. con S.C.M Virginia”, Rol Nº 3.922-2006, Corte Suprema (2007)).
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Tribunal constitucional, 02/10/2007, Rol Nº 608-609-610-611-612, Requerimien-
to de inaplicabilidad (de S.C.M. Virginia, del art. 96 del Código de Minería en el pro-
ceso sobre prescripción Extintiva de la acción de nulidad a de pertenencia minera, Rol 
Nº 107-03, “Sociedad Química y Minera de Chile S.A. con S.C.M. Virginia”, seguida ante 
el Juzgado de Letras de María Elena, Rol Nº 6213-05, Corte Suprema, (2007)). 
Tribunal constitucional, 10/09/2007, Rol Nº 623, Requerimiento de inaplicabilidad (de 

S.C.M. Virginia, del art. 96 del Código de Minería en el proceso sobre prescripción 
extintiva de la acción de nulidad de pertenencia minera, Rol Nº 1202-06, Corte Su-
prema (2007)). 

Tribunal constitucional, 21/08/2007, Rol Nº 589, Requerimiento de inaplicabilidad de 
S.C.M. YODO Y SALITRE, del art. 96 del Código de Minería, Rol Nº 5829-2005, 
Corte Suprema (2007)).

Tribunal constitucional, 26/07/2007, Rol Nº 588, Requerimiento de inaplicabilidad (de 
S.C.M. YODO Y SALITRE, del art. 96 del Código de Minería, Rol Nº 875-2006, 
Corte Suprema (2007)).

Tribunal constitucional, 21/07/2006, Rol Nº 11.559, Requerimiento de inaplicabilidad 
(de Jacobo Kravetz Miranda, del art. 30 del Decreto Ley Nº 3.538, Rol Nº 9059-06, 
8º Juzgado de Letras en lo Civil de Santiago (2006): TC, Rol Nº 546, 21 de julio 
de 2006.

Tribunal constitucional, 12/07/2007, Rol Nº 596, Requerimiento de inaplicabilidad (de 
diputado Iván Paredes Fierro, del inc. tercero del art. 416 del Código Procesal Pe-
nal, Rol Nº 3337-2006, Corte Suprema (2007)).

Tribunal constitucional, 08/05/2007, Rol Nº 535, Requerimiento de inaplicabilidad (de 
Compañía Minera Tamaya SCM, del inc. tercero del art. 96 del Código de Minería, 
en “Sociedad Minera Atocha con Compañía Minera Tamaya SCM”, Rol Nº 418-04, 
Primer Juzgado de Letras Civil de Ovalle (2007)).

Tribunal constitucional, 08/05/2007, Rol Nº 473, Requerimiento de inaplicabilidad 
(de Juan Venegas Navarro, del inc. tercero del art. 96 del Código de Minería, Rol 
Nº 1555-2005, Segundo Juzgado de Letras Civil de Antofagasta (2007)). 

Tribunal constitucional, 08/05/2007, Rol Nº 517, Requerimiento de inaplicabilidad (de 
Compañía Minera Tamaya SCM, del inc. tercero del art. 96 del Código de Minería, 
en “Sociedad Minera Unión Particular con Compañía Minera Tamaya SCM”, Rol 
Nº 693-05, Tercer Juzgado de Letras Civil de Ovalle (2007)). 
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